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El 3 de septiembre de 1994, un joven de trece años llamado Marcos A.V. se 

cayó de su bicicleta mientras jugaba en Ballobar (Huesca, Aragón, España), 

ocasionándose lesiones en una pierna, sin aparente importancia, según el 

relato de los hechos que declaró probados la sentencia de la Audiencia 

Provincial oscense de 20 de noviembre de 1996. A los tres días de 

producirse aquella caída, sus padres lo llevaron a consulta en el 

ambulatorio porque sangraba por la nariz pero tampoco se le dio mayor 

importancia; sin embargo, el 8 de septiembre volvió a perder sangre y, en la 

Policlínica de Fraga (Huesca), decidieron trasladarlo al Hospital Arnáu de 

Vilanova, en Lérida. 

 Allí, los médicos detectaron que el menor se encontraba en una 

situación con alto riesgo hemorrágico prescribiendo para neutralizarla 

una transfusión de seis centímetros cúbicos de plaquetas, pero los padres 

les dijeron que su religión [eran Testigos de Jehová] no permitía la 

aceptación de una transfusión de sangre por lo que pidieron algún 

tratamiento alternativo distinto a la transfusión, siendo informados (…) de 

que no conocían ningún otro. Ante esta situación, los padres solicitaron el 

alta de su hijo para ser llevado a otro centro donde se le pudiera aplicar 

un tratamiento alternativo, petición (...) a la que no accedió el centro 

hospitalario por considerar que con ella peligraba la vida del menor, que 

también profesaba activamente la misma religión que sus progenitores por 

lo que rechazó, consciente y seriamente, la realización de una transfusión 

en su persona porque consideraban que la Biblia, que Dios, no autorizaba 

la práctica de una transfusión de sangre aunque estuviera en peligro la 

vida. 
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 El hospital de Lérida logró que el Juzgado de guardia autorizase la 

práctica de la transfusión en el caso de que fuera imprescindible para 

salvar la vida del menor y, aunque los padres acataron la decisión, 

aceptándola como una voluntad que les era impuesta en contra de la suya 

y de sus convicciones religiosas, fue el propio Marcos quien, sin 

intervención alguna de sus padres, la rechazó con auténtico terror, 

reaccionando agitada y violentamente en un estado de gran excitación que 

los médicos estimaron muy contraproducente, pues podía precipitar una 

hemorragia cerebral. Al no poder convencer al niño, los médicos 

desistieron y le dieron el alta voluntaria. 

 Con el historial clínico, los padres viajaron al Hospital Universitario 

Materno-infantil del Vall D`Hebrón (Barcelona), donde se le diagnosticó 

un síndrome de pancetopenia grave debido a una aplaxia medular o a 

infiltración leucémica, considerando urgente nuevamente la práctica de 

una transfusión para neutralizar el riesgo de hemorragia y anemia y 

proceder, a continuación, a realizar las pruebas diagnósticas pertinentes 

para determinar la causa de la pancetopenia e iniciar luego su 

tratamiento. Ante su negativa a someterse a la transfusión, se trasladaron a 

un centro privado –el Hospital General de Cataluña– que les reiteró la 

inexistencia de un tratamiento alternativo y la necesidad de la transfusión, 

que fue nuevamente rechazada por los acusados y por su hijo, por sus 

convicciones religiosas, al considerarla pecado. 

La familia regresó a su casa de Ballobar, pero el 14 de septiembre, el 

médico local fue a visitar al niño y constató que el menor empeoraba 

progresivamente por anemia aguda posthemorrágica y que requería con 

urgencia hemoderivados. Un auto del Juzgado de instrucción de Fraga, de 

acuerdo con el Ministerio Fiscal, autorizó la entrada en su domicilio para 

que el menor recibiera asistencia médica; se le trasladó a Barbastro, donde 

llegó en coma profundo totalmente inconsciente, procediéndose a la 

realización de la transfusión ordenada judicialmente, sin contar con la 

voluntad de los acusados quienes, como siempre, no intentaron en ningún 

momento impedirla una vez había sido ordenada por una voluntad ajena a 

ellos. Por orden médica, el niño fue trasladado al Hospital Miguel Servet de 

Zaragoza, donde Marcos llegó con signos clínicos de descerebración por 

hemorragia cerebral, falleciendo a las 21h30 del 15 de septiembre de 1994. 

El Ministerio Fiscal imputó a los padres de Marcos como autores de 

un delito de homicidio por omisión (Art. 138 CP), con el atenuante de 

obrar por estímulos tan poderosos que producen obcecación y la 

circunstancia agravante de parentesco, por lo que solicitó para ambos la 

pena de cuatro años de prisión. 

El Juzgado de Instrucción de Fraga tramitó el sumario por el 

fallecimiento de Marcos y la Audiencia Provincial de Huesca celebró un 
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juicio oral que concluyó el 20 de noviembre de 1996, cuando este órgano 

dictó una sentencia absolviendo a los padres del homicidio por omisión que 

se les imputaba; pero el Ministerio Fiscal no estuvo de acuerdo con aquella 

resolución e interpuso un recurso de casación por infracción de Ley ante el 

Tribunal Supremo, que el 27 de junio de 1997 estimó el recurso, casando y 

anulando la sentencia de primera instancia; una segunda sentencia del 

Supremo, de igual fecha, aceptó la relación de hechos probados y 

pronunció el siguiente fallo: Que debemos condenar y condenamos a los 

acusados [los padres] como autores responsables de un delito de 

homicidio, con la concurrencia, con el carácter de muy cualificada, de la 

atenuante de obcecación o estado pasional, a la pena de dos años y seis 

meses de prisión, y al pago de las costas correspondientes. 

 Un mes más tarde, el 31 de julio de 1997, la representación de los 

padres interpuso un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional en 

contra de ambas sentencias del Supremo, alegando la violación de los 

derechos fundamentales a la libertad religiosa y a la integridad física y 

moral, protegidos por los Arts. 16.1 y 15 de nuestra Constitución; y 

afirmando que esa violación se produjo al haber basado la Sentencia 

recurrida la culpabilidad de los recurrentes en la supuesta exigibilidad a 

éstos de que, abdicando de sus convicciones religiosas, actuaran sobre la 

voluntad expresa de su hijo, negativa a la transfusión de sangre en su 

persona, conculcando así la libertad religiosa y de conciencia de éste y su 

derecho a su integridad física y moral y a no sufrir tortura ni trato 

inhumano o degradante. 

 La extensa sentencia 154/2002, de 18 de julio, del Tribunal 

Constitucional, reconoció que la libertad religiosa que alegaba los padres 

tiene una doble dimensión, interna y externa, que garantizan a los 

ciudadanos tanto la existencia de un claustro íntimo de creencias 

(dimensión interna) como su facultad para actuar con arreglo a sus propias 

convicciones y mantenerlas frente a terceros (dimensión externa o agere 

licere). El ejercicio de esta última –como expresión del fenómeno 

religioso– es inmune a toda coacción de los poderes públicos. 

 En una sociedad que proclama la libertad de creencias y de culto de 

los individuos y comunidades así como la laicidad y neutralidad del Estado, 

no puede extrañarnos que surjan conflictos jurídicos motivados por las 

creencias religiosas. En ese contexto, la jurisprudencia constitucional ha 

reiterado que el derecho que asiste al creyente de creer y conducirse 

personalmente conforme a sus convicciones no está sometido a más límites 

que los que le imponen el respeto a los derechos fundamentales ajenos y 

otros bienes jurídicos protegidos constitucionalmente. 

 Partiendo de esa base, el Constitucional resolvió que las resoluciones 

judiciales recurridas exigían a los padres una acción disuasoria sobre su 
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hijo con el fin de que éste consintiera en la transfusión de sangre y que 

autorizasen una transfusión a la que el propio menor se había opuesto 

claramente, lo que suponía una exigencia radicalmente contraria a sus 

convicciones religiosas, cuando los padres llevaron al hijo a los hospitales, 

lo sometieron a los cuidados médicos, no se opusieron nunca a la 

actuación de los poderes públicos para salvaguardar su vida e incluso 

acataron, desde el primer momento, la decisión judicial que autorizaba la 

transfusión. Por todo ello, el Tribunal reconoció que la actuación paterna 

estaba amparada por el derecho fundamental a la libertad religiosa y que las 

sentencias del Supremo habían vulnerado ese derecho; por ese motivo, se 

les otorgó el amparo solicitado, se anularon las sentencias del Tribunal 

Supremo y quedaron libres de cargos. 


